	En la Ciudad de Córdoba, a veinticuatro días del mes de junio de dos mil once, siendo las diez y cuarenta y cinco horas, se reúnen en audiencia pública los señores Vocales de esta Excma. Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación Dres. Juan Carlos Cafferata, Pilar Suárez Ábalos de López y Ángel Antonio Gutiez, bajo la presidencia del primero de los nombrados, a los fines de dictar sentencia en los autos caratulados: "KUTZSCHBACH, MARÍA EDIT C/ CAJA DE JUBILACIONES, PENSIONES Y RETIROS DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN" (expte. letra "K", n° 3, iniciado el 8 de octubre de 2009), procediendo en primer término a fijar las siguientes cuestiones a resolver: 

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción interpuesta? 

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

Conforme a lo dispuesto por el señor Presidente y de acuerdo al sorteo que en este acto se realiza, los señores Vocales votan en el siguiente orden: Dres. Juan Carlos Cafferata, Pilar Suárez Ábalos de López y Ángel Antonio Gutiez. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DR. JUAN CARLOS CAFFERATA, dijo: 

I.- LA DEMANDA.- 

María Edit Kutzschbach comparece a fs.1/5 promoviendo formal demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción en contra de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba, impugnando las resoluciones 281.858/08 y 292.645/09, por las cuales se denegara, respectivamente, su solicitud de revisión del haber previsional para que sea calculado considerando los servicios nacionales reconocidos en lugar de los servicios prestados en la Caja de Previsión y Seguridad Social de Abogados y Procuradores de la Provincia de Córdoba; y el recurso de reconsideración que oportunamente interpuso en contra del acto antes indicado. 

Pide que, al resolver, se declare la nulidad de los actos impugnados y, en consecuencia, se condene a la accionada a considerar los servicios nacionales prestados como docente en la Universidad Nacional de Córdoba, y se efectúe un nuevo cálculo de su haber previsional. 

Luego de relatar la forma en que agotó la vía administrativa, proporciona las razones en las cuales funda su demanda. 

Así, dice haber solicitado a la accionada el otorgamiento de la jubilación ordinaria de la ley 8024(RFE:LEG7367), que le fuera acordada a partir del 30-11-04. 

Que reclamó a la Caja por la determinación del haber de pasividad, habiéndosele comunicado con fecha 3-6-05 que se consideró el prorrateo del 66% del cargo de Ayudante Fiscal del Poder Judicial, considerado dentro del régimen especial para magistrados y funcionarios del Poder Judicial en el art. 114 
de la ley 8024 y su reglamentación; y el 33,11% de aportes de la Caja de Previsión y Seguridad Social de Abogados y Procuradores de la Provincia de Córdoba.Que al momento de iniciar el trámite no se la asesoró en forma correcta sobre la forma de calcular su haber de pasividad en los casos en que se computan servicios provenientes de las cajas profesionales. 

Que al contar con servicios reconocidos y aportados en el Sistema de Reciprocidad Jubilatoria, prestados con anterioridad a su ingreso al Poder Judicial y simultáneos a los de la Caja de Abogados, solicita que los primeros sean considerados para el cálculo del haber previsional. 

Que dado el carácter imprescriptible del derecho previsional, y que los haberes de pasividad son sustitutivos de los percibidos en actividad, no existe impedimento legal para reajustarlos a partir de su acreditación. 

Que la agravian las consideraciones tenidas en cuenta para la denegatoria, y en especial la que expresa que "es totalmente inviable desde cualquier óptica, no habiendo norma previsional que prevea o regule tal situación". Sostiene que es la misma ley la que establece la forma en que debe resolverse el caso. 

Que cuanto el art. 71 
de la ley 8024 establece el principio de prestación única a los afiliados que hubieren prestado servicios bajo distintos regímenes comprendidos en el Sistema de Reciprocidad Jubilatoria, determina que sólo podrán obtener una prestación única considerando la totalidad de sus servicios, cargos desempeñados y remuneraciones percibidas, por lo que deben ser considerados. Afirma que su desconocimiento significa un enriquecimiento sin causa para el sistema. 

Que el art. 72 de la citada ley sólo considera improcedente para reajustar o transformar el haber el caso en que los servicios o remuneraciones pretenden demostrarse con prueba testimonial exclusiva o declaración jurada, lo que no se da en su caso. 

Que el inc. e del art. 47 
de la ley 8024 establece que los reajustes de jubilaciones o pensiones que se originan en el cómputo de servicios o remuneraciones no considerados para su otorgamiento, se abonan desde la fecha de solicitud.Que este es el caso de autos. 

Agrega que los derechos de la seguridad social son imprescriptibles e irrenunciables, no pudiendo existir a su respecto un plazo de caducidad para reclamarlos y para aportar pruebas, por cuanto tienen raigambre constitucional y son de carácter alimentario. 

Que las prestaciones de la seguridad social no hacen sino recoger en su importe y modalidades las consecuencias de la situación remunerativa que tuvo el trabajador durante su desempeño activo y que le permitió alcanzar un cierto nivel de vida para sí y para su núcleo familiar. Que desde esta óptica debe ser resuelta su petición. Que en el caso particular, se trata de un funcionario del Poder Judicial. 

Que el acto denegatorio no resolvió el planteo efectuado en su petición, lo que resulta de la simple lectura de sus fundamentos, habiéndose limitado sólo a esgrimir un planteo formal. Que al sostener que ".no declaró, mencionó ni hizo constar en ningún momento servicios prestados y/o aportados en el orden nacional.", se la castigó por no conocer cuáles servicios le eran más favorables para el cálculo del haber, toda una cuestión técnica que de los hechos surge que no fue advertida. 

Que la demandada, mediante la actividad que ha cumplido en el procedimiento, ha demostrado un total desapego en la aplicación de los principios que lo informan. Que en primer lugar, se ha violado el principio constitucional del debido proceso adjetivo, toda vez que el acto que denegó su petición carece de una fundamentación adecuada. Que la Administración ha omitido, al resolver, tanto la consideración expresa de la cuestión propuesta cuando la de los argumentos que sustentan su procedencia, violentando también los principios de congruencia y razonabilidad que informan el procedimiento. 

Por último, señala que con la decisión denegatoria adoptada, la demandada ha asumido una actitud discriminatoria que violenta el principio constitucional de igualdad consagrado por el art. 16 
de la Constitución Nacional. 

Formula reserva del caso federal.Pide, en definitiva, se haga lugar a la demanda en todas sus partes, declarando la nulidad de los actos impugnados y, en consecuencia, se condene a la demandada a efectuar un nuevo cálculo de su haber previsional de conformidad con lo establecido en el art. 50 de la ley 8024 y sus modificatorias, considerando los servicios reconocidos en el orden nacional, no simultáneos a los aportados a la Caja provincial, por ser más favorables a su parte que los de la Caja de Abogados. Pide costas. 

II.- LA CONTESTACIÓN.- 

Admitida la causa previo dictamen fiscal y personada la demandada a juicio, contesta a la demanda a fs. 38/41 solicitando su rechazo, con costas según ley. 

Niega cada uno de los extremos invocados en la demanda, en tanto no contradigan los fundamentos de su defensa. 

Niega que asista razón a la actora en su pretensión de reajuste del beneficio a fin de incluir sus años de servicio en el orden nacional. 

Niega que la actora ignorase sus derechos a la hora de solicitar el beneficio. 

Niega que la actora haya desconocido el art. 71 de la ley 8024. 

Niega que sea aplicable el inc. e del art. 47 de la ley 8024. 

Niega que se hayan desnaturalizado los fines de la seguridad social. 

Niega que la resolución denegatoria haya omitido resolver la petición actora. 

Niega que se haya violado el principio constitucional del debido proceso. 

Niega que se hayan violado los principios de congruencia y razonabilidad. 

Niega haber actuado de manera discriminatoria, violando el principio constitucional de igualdad. 

Relata que al momento de solicitar la jubilación ordinaria, la actora denunció en forma de declaración jurada "solamente los servicios prestados en el orden nacional" (sic). 

Destaca que la accionante omitió dejar constancia de los servicios prestados y aportados en el orden nacional a pesar de que el formulario de solicitud contiene la siguiente leyenda: "ADVERTENCIA:El falseamiento, ocultamiento o negación de la verdad en un instrumento público, hacen pasible al declarante de las penalidades impuestas en su caso por los artículos 172 
, 275 
y 293 
del Código Penal". 

Que siendo la actora abogada, dicha omisión sea quizás más grave, pues nadie puede alegar en su defensa la ignorancia de la ley. Que la actora, desde el inicio de su trámite jubilatorio y hasta la fecha del reclamo que nos ocupa, no declaró, no mencionó ni hizo constar en ningún momento los servicios prestados en el orden nacional. 

Que luego, con fecha 27-9-05, presentó un recurso de reconsideración solicitando un nuevo cálculo de su haber previsional, tomando como base los servicios no simultáneos prestados en la Universidad Nacional de Córdoba y la compensación de edad. 

Que dicho recurso no tenía asidero fáctico ni jurídico. Lo primero, porque se sustentaba en la presunta ignorancia de la ley por parte de la recurrente. Lo segundo, por cuanto el acto administrativo de otorgamiento del beneficio se encontraba firme, no habiendo sido jamás cuestionado en ese aspecto. 

Que por ello, entiende que la visión errónea de la actora se plasma cuando sentencia: "su desconocimiento significa un enriquecimiento sin causa para el sistema". Que es inadmisible pensar que la ignorancia de la ley la excusaría de su omisión, dándole una nueva oportunidad de acreditar los aportes efectuados a los fines del recálculo de la deuda. 

Que luce poco razonable pretender reemplazar los servicios manifestados en su oportunidad -que sirvieron para que pudiera acceder al beneficio solicitado- años después de haber accedido al beneficio. Que no existe norma previsional alguna que prevea o regule tal situación. 

Que la actora fundamenta su pretensión en un análisis poco ortodoxo del inc. e del art. 47 de la ley 8024.Que dicho artículo no es atinente en el presente asunto, pues la cuestión a razonar es si se puede admitir, una vez firme el acto en cuanto a la naturaleza de los servicios que lo originan, un cambio en los servicios que justificaron el beneficio, pero jamás desde cuándo se realiza un ajuste. 

Que se observa en el expediente administrativo, al contrario de lo expresado por la actora, el fundamento de las denegatorias que rechazan de manera fundada la petición efectuada, ya que no existe norma alguna que brinde sustento al planteo. 

Pone de resalto que, siendo que la persona tenía plena conciencia de los servicios efectuados en el plano nacional, no los declaró oportunamente, una vez otorgado el beneficio -que no cuestionó en tiempo y forma-, la actora no puede pretender cambiar la naturaleza de los servicios en cuya virtud se le otorgó el beneficio años después, bajo el inadmisible argumento de no haber estado bien asesorada. Y que es más absurdo aun el argumento de la actora en razón de su profesión (abogada), dado que la ignorancia de la ley jamás puede ser argumentada en el presente caso. 

Que el acto administrativo por el cual se le otorgó el beneficio es perfecto en razón de reunir los requisitos de "eficacia" y "validez"; ha sido oportunamente notificado y observa rigurosamente las exigencias formales. Que ha quedado firme en tanto la resolución 26.357 que reconoce el ejercicio profesional de la actora por un total de 12 años, 2 meses y 5 días en el orden provincial. 

Que con fecha 4-11-04, mediante resolución 239.162, se otorgó el beneficio a la actora. Que a poco menos de un año, con fecha 27-9-05, solicitó de manera absurda la revisión del acto con sustento en hechos que la actora conocía al momento de solicitar el beneficio.Que a modo de ejemplo, señala que el recurso de reconsideración debe interponerse dentro de los cinco días del dictado del acto. 

Que violenta bajo todo punto de vista la firmeza del acto administrativo, y con ello la necesaria seguridad jurídica de aquél. Que el beneficiario no puede pretender modificar a su antojo las prestaciones que originaron el haber, más aún cuando el ocultamiento de información esencial se efectúa bajo la excusa de desconocer el derecho. 

Que llama la atención el disfuncional planteo efectuado en cuanto a la presunta violación del principio constitucional del debido proceso, ya que la beneficiaria una y otra vez ha recurrido sin que la Caja haya violado de manera alguna su derecho a cuestionar las resoluciones. 

Que se ha respetado de manera absoluta la razonabilidad y congruencia en las resoluciones adoptadas, pues como puede observarse, cada una de ellas ha sido emitida luego del correspondiente dictamen, observando en cada caso los principios lógicos que aseguran su fundamentación. 

Que en definitiva, la pretensión de la actora fue denegada por inexistencia de norma que la habilite. Destaca que tampoco se ha violado el principio de igualdad, ya que nunca se le dio un trato perjudicial. 

Formula reserva del caso federal. Pide, en definitiva, el rechazo de la demanda, con costas según ley. 

III.- OTRAS ACTUACIONES.- 

Abierta la causa a prueba, las partes ofrecen las que hacen a sus respectivos derechos. La actora propone la suya a fs. 48/49 y la demandada hace lo propio a fs. 77. 

Vencido el período probatorio las partes presentan sus alegatos, incorporándose el de la actora a fs. 83/90 y el de la demandada a fs. 91/93. 

Notificado y firme el decreto de autos (fs.94), queda la presente causa en estado de ser resuelta. 

IV.- ANÁLISIS DE LA CAUSA.- 

Como resulta de la relación de causa, discrepan las partes acerca de la legitimidad de los actos administrativos impugnados en cuanto denegaron la solicitud presentada por la actora a los fines del reajuste de su derecho previsional, pidiendo se le computen los servicios prestados como docente en la Universidad Nacional de Córdoba antes de su ingreso al cargo de Ayudante Fiscal del Poder Judicial, reconocidos por la ANSeS con aportes al sistema de reciprocidad jubilatoria, en sustitución de los prestados bajo el régimen de la Caja de Previsión y Seguridad Social de Abogados y Procuradores de la Provincia de Córdoba, por ser aquéllos más favorables. 

Surge del expediente administrativo J-97.407 (reservado en la Secretaría de la Cámara Segunda Contencioso Administrativa como resulta de fs. 21 de autos), que he tenido a la vista, que cuando la actora solicitó la jubilación ordinaria el 19-12-01 (fs. 2), con carácter de declaración jurada, no mencionó las tareas prestadas en el orden nacional, sino las cumplidas en el régimen de la Caja de Previsión y Seguridad Social de Abogados y Procuradores de la Provincia de Córdoba, habiendo sido su haber jubilatorio calculado sin tener en cuenta los servicios nacionales. 

Recién en fecha 27-9-05 (fs. 75 del expediente administrativo) la actora manifestó contar con servicios con aportes en la Universidad Nacional de Córdoba por un total de 24 años y 11 meses, de los cuales 8 años y 5 meses son anteriores a su ingreso al Poder Judicial, lo que hacen (al 31-12-06) un total de 26 años y 8 meses no simultáneos aportados al sistema integrado de jubilaciones y pensiones de Córdoba. Que como supera la edad requerida, se debe compensar la falta de años de servicio con el exceso de años de edad.Manifiesta haber sido mal informada al momento de iniciar el trámite, y acompaña por cuerda separada expediente de la ANSeS en el cual, a fs. 39, obra resolución de la UDAI Córdoba (copia de la cual obra a fs. 77 del expediente administrativo) reconociendo los servicios mencionados por la actora. 

Si bien la actora insiste en que fue mal asesorada por los funcionarios de la Caja al iniciar el trámite, ya que no se le informó que le resultaba más conveniente para la determinación de su haber considerar los servicios nacionales en lugar de los prestados en el régimen de la Caja de Abogados, no existe prueba alguna de que ello así haya sido. Por el contrario, la accionada plantea que la actora, dada su condición de abogada, no puede alegar ignorancia de la ley, debiendo concluirse que ha incurrido en falseamiento, ocultamiento o negación de la verdad al no haber informado extremos que conocía al momento de solicitar el beneficio. 

Así planteada la cuestión, asiste razón a la demandada cuando señala que la resolución de la litis pasa por determinar si se puede admitir, una vez firme el acto en cuanto a la naturaleza de los servicios que lo originan, un cambio en los que justificaron el beneficio. De la respuesta a este interrogante dependerá la suerte del litigio. Veamos. 

En primer lugar, hay que apuntar que, como también señala la accionada, no existe norma legal alguna que haya previsto expresamente esta situación, por lo que habrá que atender a los principios propios del régimen previsional en busca de la solución de la causa. 

Como dijo Radbruch, «Es posible afirmar como voluntad del legislador lo que nunca existió conscientemente en la voluntad del autor de la ley.El intérprete puede entender la ley mejor de lo que la entendieron sus creadores y la ley puede ser mucho más inteligente que su autor -es más, tiene que ser más inteligente que su autor-. Los pensamientos del autor de la ley tienen necesariamente lagunas, no pueden evitar oscuridades y contradicciones, mientras que el intérprete tiene que inferir de la ley para cada caso concreto una decisión clara y sin contradicciones» (Radbruch, Gustav: Filosofía del Derecho, trad. castellana de José Medina Echevarría, Madrid 1933 pág. 148). 

En ese orden de ideas, corresponde en primer lugar aludir al art. 57 
de la Constitución Provincial, que impone la equidad como principio del régimen previsional. Bustamante Alsina define la equidad diciendo que «La equidad es un juicio de valor que hacen los jueces en la realización del derecho mediante el ejercicio de la función jursidiccional que les es propia, al crear en la sentencia la norma individual adecuada al caso concreto» (Bustamante Alsina, Jorge H.: "Función de la equidad en la realización de la justicia", L.L. 1990-E pág. 630). 

El art. 14 bis de la Constitución Nacional dispone que los beneficios de la seguridad social poseen carácter irrenunciable. Ello importa admitir que si el solicitante de la jubilación poseía, al momento de solicitar el beneficio, el derecho a que para su determinación se hiciera de la forma que más le beneficiara, porque así lo imponen principios de justicia y de equidad, ese derecho no puede ser materia de renuncia. 

Y si no es admisible la renuncia expresa a su respecto, con mayor razón ha de concluirse que aunque haya aceptado tácitamente un procedimiento de cálculo del haber que lo perjudica, no puede de ello derivarse una presunción de aquiescencia tácita, porque además lo impide el principio contenido en el art. 874 
del Cód. Civil.En ese sentido se ha dicho que «Resulta irrazonable aplicar la teoría de los propios actos para denegar un derecho al que la Constitución Nacional le confiere carácter de irrenunciable», habiéndose concluido que «La interpretación y aplicación de las leyes previsionales deben hacerse en forma tal que no conduzca a negar los fines superiores que ellas persiguen, evitando que el rigor de los razonamientos lógicos conduzca a la frustració n de los derechos emergentes de la seguridad social» (CNFed. Cont. Adm. Sala II, L.L., diario del 27-1-95 pág. 3). 

A los fines de la determinación originaria del haber previsional de la actora debió haberse acudido a lo dispuesto por el art. 60 
de la ley 8024, t.o. por decreto 40/09 (antes art. 71), en cuanto dispone que «Los afiliados que hubieran prestado servicios bajo distintos regímenes comprendidos en el Sistema de Reciprocidad Jubilatoria, sólo podrán obtener una prestación única considerando la totalidad de sus servicios, cargos desempeñados y remuneraciones percibidas en la forma que establece la presente ley». 

Y si poseía tal derecho al acogerse a la jubilación, sostener que la aceptación de un monto menor pueda ser considerada como una tácita abdicación de un derecho que no podía ser renunciado expresamente implica realizar una irrazonable aplicación del derecho, que no puede ser admitida. 

La demandada plantea que el acto administrativo de otorgamiento del beneficio se encontraba firme, no habiendo sido jamás cuestionado. La Caja pretende que esa situación constituye cosa juzgada administrativa, impidiendo a la actora volver sobre ello. 

El art.110 
de la ley 6658 reserva la denominación de "cosa juzgada administrativa" a la condición que adquieren los actos administrativos definitivos que causan estado, luego de haber sido agotada a su respecto la vía administrativa (es decir, de haber sido materia de los recursos procedimentales previstos a su respecto). Esa causación de estado no se ha verificado en la especie, por lo que no resulta posible sostener que la resolución 239.162 de otorgamiento del beneficio (fs. 56 del expediente administrativo J-97.407/01) haya adquirido la virtualidad de cosa juzgada administrativa. 

Por lo demás, aún cuando así hubiere sido, la previsión del art. 110 citado asigna a la cosa juzgada administrativa el efecto de su irrevisibilidad por la autoridad administrativa. Consiste en definitiva -según el régimen legal que la instituye- en un valladar impuesto a la Administración, que le impide modificar sus propios actos luego de que hayan causado estado. La cosa juzgada administrativa, sin embargo, no se opone al administrado: a su respecto el acto podrá haber quedado firme y ser irrecurrible, pero no puede hablarse de cosa juzgada administrativa. 

Efectuada esa precisión terminológica señalo que, efectivamente, la actora no impugnó, al notificarse, la resolución 239.162 de fecha 4-11-04 en cuanto a la forma de cálculo de su haber previsional. Recién en fecha 27-9-05 solicitó la revisión de su haber acreditando haber prestado servicios (reconocidos por la ANSeS con fecha 18-9-02) en la Universidad Nacional de Córdoba, por un total de 24 años, 11 meses, de los cuales 8 años y 5 meses son anteriores a su ingreso al Poder Judicial, los que suman al 31-12-02 un total de 26 años y 8 meses no simultáneos aportados al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones de Córdoba.Aclaró en esa oportunidad "Que la falta de un correcto asesoramiento al iniciar el trámite jubilatorio le ha producido un daño patrimonial por cuanto su haber jubilatorio, de computarse los servicios prestados en la Universidad Nacional de Córdoba, se calcula de acuerdo a lo establecido en el art. 50 inc. a de la ley 8024 y modificatoria "82% móvil de la remuneración mensual del cargo que desempeñaba el afiliado a la fecha de cesar en el servicio", y no el prorrateo que se efectuó al acreditar servicios de la Caja Profesional". 

Sin embargo, en tratándose de derechos previsionales, no debe perderse de vista que son imprescriptibles (art. 48, ley 8024) e irrenunciables. Como dijera la Corte, "las relaciones jurídicas provenientes de leyes jubilatorias no son contractuales ni privadas, sino de derecho público y de manifiesto carácter asistencial" (C.S.J.N. Fallos 242:141). 

Por tales razones ha sostenido el más alto tribunal de la Nación que las leyes previsionales deben interpretarse conforme la finalidad que en ellas se persigue (Fallos: 267:19), cuidando que el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción (conf. Fallos: 266:107), no resultando procedente la aplicación de tales normas con carácter restrictivo, pues no debe llegarse al desconocimiento de derechos de esa índole sino con extrema cautela (conf. Fallos: 266:202; 266:299; 278:273 entre otros). 

En consecuencia, el hecho de no haber recurrido el acto de otorgamiento no puede en principio vedar la posibilidad de solicitar para el futuro el reajuste del haber previsional cuando se advierta la existencia de una norma que concede un mayor beneficio.El Tribunal Superior de Justicia ha tenido ocasión de pronunciarse en un caso de similares características al de autos, habiéndolo hecho mediante sentencia n° 5 del 10-5-88, in re "Acosta.", donde sostuvo que «.nada obsta para que el administrado, si considera que su beneficio fue incorrectamente determinado, solicite su modificación, pese a encontrarse firme y consentido el acto administrativo que así lo haya establecido.». 

Claro está que, en tales casos, el reconocimiento del nuevo o más extenso derecho deberá realizarse a partir de la fecha de su petición, no resultando admisible retrotraerlo a la fecha del primigenio otorgamiento del beneficio. Así lo imponen razones de equidad y seguridad jurídica. 

En definitiva, la actora no tiene vedada la posibilidad de solicitar nuevo cálculo de su haber previsional, por lo que procede admitir la demanda y condenar a la accionada a realizar el recálculo de que se trata con retroactividad a la fecha de la solicitud (el 27-9-05, como antes se vio) de conformidad con lo normado por el art. 43, inc. d 
, de la ley 8024 (t.o. por decreto 40/09), y a abonarle las diferencias devengadas desde ese momento, con intereses desde que cada mensualidad se adeuda y hasta la fecha de su efectivo pago. 

En cuanto a su tasa, será la pasiva promedio mensual que publica el Banco Central de la República Argentina con más el 2% nominal mensual (cfr. jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia, Sala Laboral, in re "Hernández.", sentencia nº 39 de fecha 25-6-02; y Sala Contencioso Administrativa in re "Bogetti de Cabaglio.", sentencia nº 138/02, hasta la fecha de vigencia de la ley 9884. 

A partir de ese momento, la tasa de interés que corresponde aplicar es la establecida por el art. 6 de la referida ley 9884, modificatorio del art. 119 de la ley 8024, t.o.por decreto 40/09, es decir, la tasa pasiva promedio que elabora el Banco Central de la República Argentina . 

En definitiva y por todo lo dicho, a la primera cuestión me pronuncio en sentido afirmativo. Así voto. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DRA. PILAR SUÁREZ ÁBALOS DE LÓPEZ, dijo: 

Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el señor Vocal que me precede, por lo que haciéndolos míos me expido en idéntico sentido. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL ÁNGEL ANTONIO GUTIEZ, dijo: 

A mi juicio es correcta la solución dada a la presente cuestión por el señor Vocal de primer voto, por lo que haciendo míos sus fundamentos y conclusiones me pronuncio en idéntico sentido. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. JUAN CARLOS CAFFERATA, dijo: 

De compartirse lo que vengo de sostener al analizar la primera cuestión, propongo que: 

1.- Se haga lugar a la demanda, declarando la nulidad de los actos impugnados. 

2.- Se condene a la demandada a recalcular el haber previsional de la actora considerando los servicios nacionales prestados como docente en la Universidad Nacional de Córdoba, con retroactividad a la fecha de su petición. 

3.- Se condene asimismo a la accionada abonar a la accionante las diferencias devengadas, con intereses desde que cada mensualidad es debida y hasta el momento de su efectivo pago, a la tasa establecida al resolver la primera cuestión, actividad que deberá materializar en el plazo de cumplimiento espontáneo que se considera razonable establecer en cuatro meses computados a partir de la fecha en que quede firme la aprobación de la planilla pertinente, debiendo la demandada proponer liquidación dentro del mes siguiente al momento en que adquiera firmeza la presente resolución, bajo apercibimiento de ejecución (conf. art. 38 
del C.P.C.A. y jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia en la causa "Lencina.", sentencia 161/99). 

4.- Se impongan las costas por el orden causado (art.70 
de la ley 8024, t.o. por decreto 40/09) y se difiera la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para cuando se determine en definitiva la cuantía económica de la litis (art. 32, inc. 4 
, de la ley 9459). 

Así voto. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DRA. PILAR SUÁREZ ÁBALOS DE LÓPEZ, dijo: 

A mi juicio, es correcta la solución dada por el señor Vocal que me precede a la presente cuestión. Por ello haciendo mías sus conclusiones voto en igual sentido. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL ÁNGEL ANTONIO GUTIEZ, dijo: 

Considero correcta la solución dada a la presente cuestión por el señor Vocal de primer voto, por lo que haciendo mías sus conclusiones dejo emitido mi voto en los mismos términos. 

Por el resultado de los votos emitidos, 

SE RESUELVE: 

1.- Hacer lugar a la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción interpuesta por María Edit Kutzschbach en contra de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba y, en consecuencia, declarar la nulidad de las resoluciones nros. 281.858/08 y 292.645/09. 

2.- Condenar a la demandada a recalcular el haber previsional de la actora considerando los servicios nacionales prestados como docente en la Universidad Nacional de Córdoba, con retroactividad a la fecha de su petición. 

3.- Condenar asimismo a la accionada a abonar a la accionante las diferencias devengadas, con intereses desde que cada mensualidad es debida y hasta el momento de su efectivo pago, a la tasa establecida al resolver la primera cuestión, actividad que deberá materializar en el plazo de cumplimiento espontáneo que se considera razonable establecer en cuatro meses computados a partir de la fecha en que quede firme la aprobación de la planilla pertinente, debiendo la demandada proponer liquidación dentro del mes siguiente al momento en que adquiera firmeza la presente resolución, bajo apercibimiento de ejecución. 4.- Imponer las costas por el orden causado y diferir la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para cuando se determine en definitiva la cuantía económica de la litis. 

Protocolícese y hágase saber. 

Con lo que termino el acto que firman los señores Vocales.


